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Corte Constitucional
	 
          

           COMUNICADO No. 28
           Julio 16 de 2014


La Corte Constitucional se inhibió de emitir un fallo de fondo por cuanto los cargos formulados carecen de certeza, especificidad y suficiencia 
	    III.  EXPEDIENTE D-10012     -    SENTENCIA C-502/14  (Julio 16)
            M.P. Alberto Rojas Ríos



1.
Norma acusada
DECRETO 268 DE 2000

(febrero 22)

Por el cual se dictan las normas del régimen especial de la carrera administrativa de la Contraloría General de la República 

ARTICULO 3. CARGOS DE CARRERA ADMINISTRATIVA. Son cargos de carrera administrativa todos los empleos de la Contraloría General de la República, con excepción de los de libre nombramiento y remoción que se enumeran a continuación: 

[…] 

Los empleos cuyo ejercicio implique especial confianza o que tengan asignadas funciones de asesoría para la toma de decisiones de la entidad o de orientación institucional y estén creados en los Despachos del Contralor General, del Vicecontralor, del Secretario Privado, de la Gerencia del Talento Humano y de la Gerencia de Gestión Administrativa y Financiera. 

En todo caso son cargos de libre nombramiento y remoción: 

1. Aquellos que sean creados y señalados en la nomenclatura con una denominación distinta pero que pertenezcan al ámbito de dirección y conducción institucional, de manejo o de especial confianza. 

2. Los empleos cuyo ejercicio implique la administración y el manejo directo de bienes, dinero y valores del Estado. 

3. Aquellos que no pertenezcan a los organismos de seguridad del Estado, cuyas funciones, como las de escolta, consistan en la protección y seguridad personal de los servidores de la Contraloría General de la República. 

2.
Decisión 

INHIBIRSE de emitir un pronunciamiento de fondo sobre los apartes normativos demandados pertenecientes al artículo 3º del Decreto 268 de 2000.
3.
Síntesis de los fundamentos

Al reexaminar los fundamentos de la demanda instaurada contra varios apartes del artículo 3º del decreto 280 de 2000, la Corte encontró que los cargos de inconstitucionalidad carecen de la certeza, especificidad y suficiencia que se requiere para poder emitir una decisión de fondo. Observó que la censura se plantea de manera genérica respecto de las exigencias que la jurisprudencia constitucional ha señalado al legislador para establecer las excepciones a la regla general de la carrera administrativa pero sin que señale de manera cierta, específica y suficiente, las razones por las cuales las categorías de empleos previstas en la disposición acusada constituyen una transgresión de los artículos 125 y 268 de la Constitución. Además,  la argumentación se refiere a unas disposiciones diferentes a las que cita el demandante, todo lo cual impide a la Corte realizar un examen de constitucionalidad y emitir un fallo de mérito sobre los cargos formulados.  

4.
Aclaración voto

El magistrado ponente Alberto Rojas Ríos, aunque aceptó la decisión inhibitoria unánime que se adoptó en este caso, consideró que debía aclarar el voto en relación con la posición que ha sostenido a favor de la aplicación del principio pro actione, por cuanto, tratándose de una acción ciudadana no se debe atender a un criterio estricto que exige una técnica propia de expertos para que una demanda de inconstitucionalidad sea admitida y resuelta de fondo por parte de esta Corporación. De ahí, que en la ponencia original hubiera propuesto un examen y decisión de mérito. 

Así la magistrada María Victoria Calle Correa presentará una aclaración de voto respecto a algunos de los aspectos que planteaba la demanda sobre la cual se inhibió la Corte.  
LUIS ERNESTO VARGAS SILVA

Presidente 
